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DECRETO NÚMERO 1879 DE 2021

(diciembre 30)
por medio del cual se modifica el parágrafo 2° del artículo 2.3.3.4 del Decreto 1071 
de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, 
Pesquero y de Desarrollo Rural, relacionado con el registro de plantaciones forestales.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus atribuciones 
constitucionales, en especial la prevista en el numeral 11 del artículo 189 de la 
Constitución Política, y

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Política de Colombia en su artículo 65 determina que la 

producción de alimentos gozará de la especial protección del Estado. Para tal efecto 
se otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, 
pesqueras forestales y agroindustriales, así como también a la construcción de obras 
de infraestructura física y adecuación de tierras.

Que el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural de conformidad con el 
parágrafo 3° del artículo 5° de la Ley 99 de 1993 y el artículo 2° de la Ley 139 de 
1994 es la entidad competente para formular la política de cultivos forestales con fines 
comerciales de especies introducidas o autóctonas, con base en la Política Nacional 
Ambiental y de Recursos Naturales Renovables que establezca el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Que la Ley 101 de 1993 “Ley General de Desarrollo Agropecuario y Pesquero”, 
mediante la cual se desarrollan los artículos 64, 65 y 66 de la Constitución Nacional, 
con miras a proteger el desarrollo de las actividades agropecuarias y pesqueras, y 
promover el mejoramiento del ingreso y calidad de vida de los productores rurales, 
dispone en el parágrafo de su artículo 1° que “para efectos de esta Ley la explotación 
forestal y la reforestación comerciales se consideran actividades esencialmente 
agrícolas”.

Que el artículo 156 de la Ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el Plan Nacional 
de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad” establece 
la potestad sancionatoria del Instituto Agropecuario (ICA) frente a la imposición de 
infracción de toda acción u omisión que contravenga las disposiciones establecidas en 
materia sanitaria, fitosanitaria, de inocuidad y forestal comercial, en especial cuando 
se impida u obstruya la Inscripción o expedición de certificados de movilización de 
plantaciones forestales comerciales.

Que el artículo 157 ibidem, establece que, “Las infracciones a que se refiere la 
presente ley serán objeto de sanción administrativa por parle del Instituto Colombiano 
Agropecuario (ICA), sin perjuicio de las acciones penales y civiles a que haya lugar. 
Las sanciones serán las siguientes: [...] 4. La suspensión o cancelación de registros, 
permisos, certificaciones o autorizaciones concedidas por el ICA, hasta por el término 
de dos (2) años. La suspensión o cancelación, hasta por el término de dos (2) años, de 
los servicios que el ICA preste al infractor. [...]”

Que el Decreto 1532 de 2019, modificó el Decreto 1076 de 2015, Reglamentario 
Único del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, en relación con las plantaciones 
forestales competencia de ese sector.

Que las plantaciones forestales protectoras y protectoras-productoras de 
competencia de las autoridades ambientales requieren para su aprovechamiento la 
obtención de permisos o autorizaciones, y para la movilización de sus productos 
maderables y no maderables, el respectivo Salvoconducto Único Nacional, de 
conformidad con el Decreto 1076 de 2015 y la Resolución 1909 de 2017.

Que el artículo 2.3.3.1 del Decreto 1071 de 2015, establece que el ámbito de 
aplicación del certificado de movilización de plantaciones forestales comerciales 
aplica a todas las personas naturales y jurídicas que pretendan aprovechar: “1. Los 
cultivos o plantaciones forestales con fines comerciales; 2. Sistemas agroforestales 
(SAF); 3. Plantaciones forestales con recursos del Certificado de Incentivo Forestal 
(CIF); 4. Barreras rompevientos y cercas vivas que hagan parte de cultivos forestales, 
sistemas agroforestales y plantaciones CIF, según la definición del artículo 2.2.1.1.1.1 
del Decreto 1076 de 2015”.

Que el artículo 2.3.3.2 del citado decreto, define las plantaciones forestales con 
fines comerciales, como la “Siembra o plantación de especies arbóreas forestales 
realizada por la mano del hombre, para la obtención y comercialización de productos 
maderables, con densidad de siembra uniforme e individuos coetáneos. Son sinónimos 
de plantaciones forestales con fines comerciales.

Que el artículo 2.3.3.3 ibídem, señala como función y competencia del Instituto 
Colombiano Agropecuario (ICA), la expedición del certificado de movilización y 
la implementación del registro en el ámbito rural hasta la frontera agrícola de las 
plantaciones forestales con fines comerciales.

Que el artículo 2.3.3.4 del Decreto 1071 de 2015, establece la obligación de 
toda persona natural, jurídica o patrimonio autónomo, de registrar las plantaciones 

forestales con fines comerciales a través de la Ventanilla Única Forestal (VUF), dentro 
de los dos (2) años siguientes a su establecimiento.

Que el parágrafo 2° del citado artículo, dispone que las plantaciones forestales 
comerciales que hayan sido establecidas antes del 31 de diciembre de 2019 y que no 
se encuentren registradas, deberán registrarse antes del 31 de diciembre del año 2021.

Que el artículo 2.3.3.5 ibidem, establece que la verificación de la información 
aportada en la Ventanilla Única Forestal (VUF), será realizada por el Instituto 
Colombiano Agropecuario (ICA).

Que el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), mediante Oficio 20212009851 
del 16 de noviembre de 2021, comunicó al Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural la imposibilidad de dar trámite a las solicitudes de expedición o actualización 
de registro de plantaciones forestales, con años de siembra menores a 2019, por lo que 
considera necesario ampliar los términos para el registro hasta el 31 de diciembre de 
2025.

Que el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural considera necesario ampliar 
el término señalado en el parágrafo 2° del artículo 2.3.3.4 del Decreto 1071 de 
2015, hasta el 31 de diciembre de 2025, con el fin de superar las barreras que no 
han permitido el registro de las plantaciones forestales comerciales, causadas por las 
medidas adoptadas por la Declaratoria de Emergencia Sanitaria de la pandemia del 
Covid 19.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el parágrafo 2° del artículo 2.3.3.4. del Decreto 1071 
de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, 
Pesquero y de Desarrollo Rural, el cual quedará así:

“Parágrafo 2°. Las plantaciones forestales comerciales que hayan sido 
establecidas antes del 31 de diciembre de 2019 y que no se encuentren registradas, 
deberán registrarse antes del 31 de diciembre del año 2025”.

Artículo 2°. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de su publicación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Rodolfo Enrique Zea Navarro.
El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 

Carlos Eduardo Correa Escaf.

Ministerio de Salud  
y Protección Social 

Decretos

DECRETO NÚMERO 1889 DE 2021

(diciembre 30)
por el cual se adopta el manual de tarifas para el cobro de los servicios prestados por el 
Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima) y se dictan otras 

disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales y legales, en especial de las conferidas por los artículos 189, numeral 11, 
de la Constitución Política y 9° de la Ley 399 de 1997, modificado por el artículo 2° de la 
Ley 2069 de 2020 y,

CONSIDERANDO:
Que el artículo 338 de la Constitución Política permite que “las autoridades fijen la 

tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación 
de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 
proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma 
de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos”.

Que el artículo 245 de la Ley 100 de 1993 creó el Instituto Nacional de Vigilancia 
de Medicamentos y Alimentos (INVIMA), cuyo objeto es la ejecución de “las políticas 
formuladas por el Ministerio de Salud y Protección Social en materia de vigilancia 
sanitaria y de control de calidad de los medicamentos, productos biológicos, alimentos, 
bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos médico-quirúrgicos, odontológicos, 
productos naturales homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de 
diagnóstico, y otros que puedan tener impacto en la salud individual y colectiva”.
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Que, en ejercicio de esa atribución legal, esa entidad actúa como la institución sanitaria 
de referencia nacional, responsable de brindar confianza a la población en general, en 
cuanto a los productos de consumo humano, para lo cual ejerce actividades de inspección, 
vigilancia y control sanitario, constituyéndose en uno de los pilares para la garantía del 
derecho fundamental a la salud, en los términos del literal e) del artículo 5° de la Ley 1751 
de 2015.

Que la Ley 399 de 1997 creó la tasa para la financiación del Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), fijó unas tarifas y autorizó a dicha 
entidad para su cobro por los servicios prestados con ocasión de los trámites que se surten 
en esa entidad para los productos objeto de su competencia, tal como lo señala el artículo 
245 de la Ley 100 de 1993.

Que la Ley 399 estableció los sujetos activo y pasivo, disponiendo que el sujeto activo 
de la tasa o contribución será el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos, (Invima), que recaudará esta tasa directamente o a través de otras entidades, y 
como sujeto pasivo a la persona natural o jurídica que requiera la expedición, modificación 
y renovación del registro sanitario para producir, importar, distribuir o comercializar 
medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y 
elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los 
generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener 
impacto en la salud individual y colectiva, de conformidad con lo establecido en las Leyes 
09 de 1979 y 100 de 1993 y demás disposiciones legales.

Que la misma norma, previó los hechos generadores de la tasa, la base para su 
liquidación, el método y el sistema para definir la tarifa, y otras disposiciones relacionadas 
con la destinación de los recursos, el recaudo de estos, y la reinversión de los mismos 
en las actividades de inspección, vigilancia y control, que desarrolla el Invima como 
autoridad sanitaria del orden nacional; igualmente le asignó la competencia para la 
actualización de las tarifas de acuerdo con el método y sistema allí definido, función 
que desarrolló mediante diferentes actos administrativos para cada vigencia, hasta el 
año 2020.

Que el artículo 2° de la Ley 2069 de 2020, modificó el artículo 9° de la Ley 399 de 
1997, previendo que, “El Gobierno nacional reglamentará el manual de tarifas para el 
cobro de la tasa de los servicios prestados por el Instituto Nacional de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos, (Invima)”, y, en su parágrafo 1º, ordenó al Instituto establecer 
tarifas diferenciadas que deberán pagar las pequeñas y medianas empresas para el registro 
ante esa entidad, de acuerdo con la clasificación de tamaño empresarial vigente, a partir de 
método y sistema definidos en la Ley 399 de 1997.

Que la Ley 1955 de 2019, expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto 
por Colombia, Pacto por la Equidad”, disponiendo, en el artículo 49, que a partir del 
1° de enero de 2020, “todos los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, 
actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo mensual legal 
vigente (smmlv), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de la 
Unidad de Valor Tributario (UVT). En adelante, las actualizaciones de estos valores 
también se harán con base en el valor de la UVT vigente”.

Que el Decreto 1074 de 2015, Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria 
y Turismo, en el Capítulo 13 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2, reglamenta la 
clasificación de las micro, pequeñas, medianas y grandes empresas, teniendo en cuenta 
para ello el criterio de ventas brutas, asimilado al de ingresos por actividades ordinarias 
anuales, acorde con lo previsto en el artículo 2º de la Ley 590 de 2000, modificado por 
el artículo 43 de la Ley 1450 de 2011, precisando en el artículo 2.2.1.13.2.1 que “Para 
efectos de la clasificación del tamaño empresarial se tendrá como criterio exclusivo 
los ingresos por actividades ordinarias anuales de la respectiva empresa. El nivel de 
ingresos por actividades ordinarias anuales con base en el cual se determina el tamaño 
empresarial variará dependiendo del sector económico en el cual la empresa desarrolle 
su actividad”.

Que el artículo 2.2.1.13.2.2. del Decreto 1074 de 2015, establece los rangos para la 
definición del tamaño empresarial, de acuerdo con el sector económico manufactura, 
servicios y comercio, que se tendrá en cuenta como criterio adicional para determinar 
las tarifas diferenciadas que deberán pagar las pequeñas y medianas empresas para la 
expedición de los registros sanitarios de los productos objeto de su competencia, ante el 
Invima, de acuerdo con la clasificación de tamaño empresarial vigente.

Que el Invima remitió al Ministerio de Salud y Protección Social la información 
relacionada con los servicios y trámites que actualmente presta, en concordancia con 
los hechos generadores y los cálculos del costo de cada servicio, siguiendo el método y 
sistema señalados en los artículos 6° y 7° de la Ley 399 de 1997.

Que en virtud de lo previsto en el numeral 8 del artículo 8° de la Ley 1437 de 
2011 y en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015, Único Reglamentario 
del Sector Administrativo de la Presidencia de la República, el presente Decreto 
fue publicado en la página web del Ministerio de Salud y Protección Social, por un 
término de quince (15) días, del 4 de octubre al 19 de octubre del 2021, a efectos 
de recibir comentarios y observaciones, los cuales fueron analizados al momento de 
estructurar este Decreto.

Que, conforme a lo anterior, se hace necesario reglamentar el Manual de Tarifas para 
el cobro de la tasa de los servicios prestados por el Instituto Nacional de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos (Invima), de acuerdo con lo señalado en la Ley 399 de 1997, 
modificada por el artículo 2° de la Ley 2069 de 2020, así como establecer los criterios para 
que el INVIMA establezca la tarifa diferenciada de los registros sanitarios que le soliciten 
las pequeñas y medianas empresas por primera vez en el país.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El presente Decreto tiene por objeto adoptar el manual de 
tarifas para el cobro de la tasa de los servicios prestados por el Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima) en el Anexo Técnico “Manual 
de tarifas para el cobro de los servicios prestados por el Invima” que hace parte 
integral del presente Decreto y definir los criterios para que el Invima establezca la 
tarifa diferenciada de los registros sanitarios que le soliciten las pequeñas y medianas 
empresas por primera vez.

Artículo 2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones contenidas en el presente Decreto 
aplican a:

2.1.	 El Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima).
2.2.	 Las personas naturales o jurídicas que requieran los servicios del Invima, en el 

marco de lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 399 de 1997, en concordancia 
con lo dispuesto en el artículo 245 de la Ley 100 de 1993.

2.3.	 Los demás sujetos pasivos de la tasa que incurran en los hechos generadores.
Parágrafo. Para efectos de la aplicación de las tarifas diferenciadas previstas en el 

parágrafo 1° del artículo 2° de la Ley 2069 de 2020, se tendrán en cuenta las pequeñas y 
medianas empresas que cumplan con los requisitos establecidos en el Capítulo 13 Título 1 de 
la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1074 de 2015, Único Reglamentario del Sector Comercio, 
Industria y Turismo, y que soliciten ante el INVIMA el registro sanitario de los productos 
objeto de su competencia, de acuerdo con las normas sanitarias vigentes en esa materia.

Artículo 3°. Estructura del manual tarifario. De acuerdo con los hechos generadores 
establecidos en el artículo 4° de la Ley 399 de 1997, el “Manual de tarifas para el cobro 
de los servicios prestados por el INVIMA” que hace parte integral del presente Decreto 
se estructura así:

i)	 La categoría o clasificación del trámite, agrupado por producto o servicio de 
competencia del INVIMA,

ii)	 Un código de identificación tarifario con el propósito de que el interesado iden-
tifique el tipo de servicio que solicite,

iii)	 Concepto que describe el servicio y,
iv)	 Valor expresado en UVT.
Artículo 4°. Actualización del manual tarifario. El Invima actualizará, a partir del 1º 

de enero de cada año, mediante acto administrativo, los servicios y las tarifas para los 
servicios descritos en el manual tarifario, siguiendo el método y sistema señalados en 
los artículos 6° y 7° de la Ley 399 de 1997 y su cálculo será expresado en términos de la 
Unidad de Valor Tributario (UVT), de conformidad con lo estipulado en el artículo 49 de 
la Ley 1955 de 2019.

Parágrafo. El Invima en cualquier momento, incluirá o excluirá de este manual los 
servicios derivados de la reglamentación sanitaria que dé lugar a la tasa.

Artículo 5°. Criterios para determinar la tarifa diferenciada de los registros sanitarios 
que soliciten ante el Invima, las pequeñas y medianas empresas por primera vez. El Invima 
aplicará la tarifa diferencial para las pequeñas y medianas empresas interesadas en obtener 
los registros sanitarios por primera vez para los productos objeto de competencia de esa 
entidad, a partir del presente manual tarifario, así:

5.1.	 Para las medianas empresas, el valor de la tarifa será fijado en un rango compren-
dido entre el 70% y 90% del valor establecido en el manual tarifario.

5.2.	 Para las pequeñas empresas, el valor de la tarifa será fijado en un rango compren-
dido entre el 40% y 60% del valor establecido en el manual tarifario.

Parágrafo 1°. Para la determinación de la tarifa en cada caso, el INVIMA tendrá en 
cuenta el ingreso de la empresa de acuerdo con el Decreto 957 de 2019 o la norma que lo 
modifique o sustituya.

Parágrafo 2°. Para la aplicación de la tarifa diferenciada, los interesados deberán 
acreditar la condición de empresa pequeña o mediana y hacer el respectivo pago de la 
misma, al momento de la radicación de la solicitud del correspondiente registro sanitario.

Publíquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.
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Circulares Externas

CIRCULAR EXTERNA NÚMERO 00061 DE 2021

(diciembre 30)

PARA: AFILIADOS COTIZANTES Y SUS BENEFICIARIOS DEL 
RÉGIMEN CONTRIBUTIVO, AFILIADOS DEL RÉGIMEN 
SUBSIDIADO DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD 
SOCIAL EN SALUD, ENTIDADES PROMOTORAS DE SALUD 
- EPS DE LOS REGÍMENES CONTRIBUTIVO Y SUBSIDIADO, 
ENTIDADES OBLIGADAS A COMPENSAR - EOC, PRESTADORES 
DE SERVICIOS DE SALUD.

DE: MINISTRO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL
ASUNTO: MONTOS DE LAS CUOTAS MODERADORAS Y DE LOS TOPES 

MÁXIMOS DE LOS COPAGOS POR EVENTO Y AÑO CALENDARIO, 
PARA LA VIGENCIA 2022

FECHA: 30 DE DICIEMBRE DE 2021
El artículo 187 de la Ley 100 de 1993 dispone que los afiliados y beneficiarios del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud estarán sujetos a pagos compartidos y 
cuotas moderadoras, cuyo régimen fue definido por el entonces Consejo Nacional de 
Seguridad Social en Salud mediante el Acuerdo 260 de 2004, en el cual se establecieron 
los montos de las cuotas moderadoras y los topes máximos de los copagos por evento y 
año calendario, expresados en salarios mínimos legales vigentes.

Por su parte, el artículo 49 de la Ley 1955 del 2019 estableció que “… todos los cobros, 
sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, actualmente denominados y establecidos 
con base en el salario mínimo mensual legal vigente (smmlv), deberán ser calculados con 
base en su equivalencia en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT). En adelante, 
las actualizaciones de estos valores también se harán con base en el valor de la UVT 
vigente”.

Ahora bien, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN, expidió la Resolución 
140 de 25 de diciembre de 2021, por la cual se fija en treinta y ocho mil cuatro pesos ($38.004), 

el valor de la Unidad de Valor Tributario (UVT) que regirá durante el año 2022, el cual 
representa un incremento de 4.67% respecto del valor que rigió durante el año 2021.

En este orden de ideas, los valores resultantes de la aplicación de los porcentajes 
establecidos en los artículos 8, 9, 10 y 11 del Acuerdo 260 del de 2004, se calculan de 
conformidad con lo establecido en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, con base en 
su equivalencia en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT), actualizados al 
4.67%.

Conforme a lo anterior, la Dirección de Beneficios, Costos y Tarifas del 
Aseguramiento en Salud de este Ministerio, efectuó el cálculo para establecer los 
montos de las cuotas moderadoras y los topes máximos de los copagos por evento y año 
calendario, que regirán durante el año 2022, y en consecuencia, esta cartera ministerial 
con fundamento en sus facultades, particularmente en lo establecido en los artículos 
2.3.2.1.17 y 2.6.4.2.1.19 del Decreto 780 de 2016 procede a definir en UVT el monto de 
las cuotas moderadoras y copagos para la vigencia 2022, para el Régimen Contributivo 
y Subsidiado, tomando como referente el Salario Mínimo Legal Mensual Vigente y la 
Unidad de Valor Tributario. 

REFERENTE: SALARIO MÍNIMO 2021 Y UNIDAD DE VALOR TRIBUTARIO 
(UVT) 2021 – 2022

2021
SMLMV (1) 908.526

SMLDV (2) 30.284

AÑO UVT
2021 36.308
2022* 38.004

SMLMV: Salario Mínimo Legal Mensual Vigente, Decreto 1785 de 2020.
SMLDV: Salario Mínimo Legal Diario Vigente, Decreto 1785 de 2020.
*UVT: Unidad de Valor Tributario, Resolución 140, 25/12/2021, DIAN. Incremento 

a 2022 de 4,67%.


